
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO 

GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD 

Quienes suscriben, diputadas y diputados federales a la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión e 

integrantes del Grupo Parlamentario del PRD, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 55 fracción II 

del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a 

consideración del Congreso de la Unión iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversos 

artículos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos . 

Planteamiento del Problema 

La presente iniciativa fue presentada el 22 de septiembre del año 2015 por la diputada Hortensia Aragón 

Castillo y, pese a los continuos requerimientos que se realizaron tanto a las comisiones dictaminadoras como a 

los integrantes de la Mesa Directiva de este órgano legislativo, nunca fue objeto de una votación. Sin embargo, 

la diputada Aragón Castillo, debido a la omisión legislativa de los órganos de gobierno la Cámara de diputados 

acudió al Poder Judicial de la Federación para obligarlos a cumplir con el procedimiento establecido en el 

artículo 82, numeral 2, del propio Reglamento de la Cámara de Diputados. Dada la evidente falta de 

cumplimiento de la normatividad, la justicia federal concedió amparo a la diputada Aragón, con la sentencia 

1291/2017, misma que fue recurrida por esta Cámara y se encuentra en espera de que un tribunal unitario dicte 

la sentencia definitiva en este caso. 

En el caso de la LXIII Legislatura, a pesar de que las mujeres representaban el 42.8 por ciento de los integrantes 

de esta Cámara, únicamente había una mujer en la Junta de Coordinación Política y únicamente 17 de las 53 

comisiones ordinarias estuvieron presididas por mujeres. La presente legislatura no tiene mejores perspectivas. 

Aunque no se han constituido las comisiones, la Junta de Coordinación Política no tiene ninguna integrante 

mujer, situación que resulta sumamente preocupante. 

Es por ello que las diputadas y diputados del Grupo Parlamentario del PRD hemos considerado que, debido a la 

nueva conformación de esta Legislatura, en la que las mujeres representamos el 47.8 por ciento de quienes 

integramos esta Cámara, nos encontramos obligados a presentar esta iniciativa en los términos en que fue 

presentada en 2015, para que sea examinada por esta soberanía y podamos aspirar a establecer nuevos 

paradigmas de paridad horizontal y vertical, a nivel internacional, para el trabajo legislativo. En consecuencia, 

proponemos: 

“Los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos disponen que en nuestro 

país las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en ella y en los tratados internacionales de 

los que el Estado mexicano sea parte, así como la prohibición de todo tipo de discriminación, aunado al 

establecimiento de la garantía de igualdad entre hombres y mujeres. 

“Por lo que este Poder Legislativo congruente con la norma suprema del país y en armonía a los derechos 

humanos reconocidos constitucional y convencionalmente, está obligado, inexcusablemente, a garantizar la 

paridad de género no sólo de forma vertical sino también horizontal o transversal, atendiendo al contexto de 

la conformación de sus Cámaras, tanto en la de senadores como de diputados, en la integración de la totalidad 

en los órganos de gobierno, así como en la integración de las comisiones y comités en términos de progresión 

de los derechos, con miras a una integración final equilibrada en términos de presencia de ambos géneros, en 

la formulación y ejercicio de las funciones públicas, políticas y gubernamentales en todos los planos de la 

vida pública y política del país. De la misma manera, la paridad de género deberá ser garantizada en los 



 

 
 

servicios profesionales de carrera de tal manera que las y los aspirantes a éste gocen de las mismas 

oportunidades. 

Argumentación 

“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en nuestro país, las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en ella y en los tratados 

internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. Las normas relativas a los derechos humanos se 

interpretaran de conformidad con la Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo 

en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Asimismo, queda prohibida toda discriminación 

motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 

condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que 

atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 

personas. 

“El artículo 4o., párrafo primero, de la Constitución, establece la garantía de igualdad entre hombres y mujeres. 

“En efecto, la finalidad de la paridad es el adecuado equilibrio en la participación política de hombres y 

mujeres, en el caso, en la integración de los órganos de gobierno, así como en la integración de las comisiones y 

comités de las cámaras del Congreso de la Unión y con ello lograr la participación política efectiva en la toma 

de decisiones del Poder Legislativo, en un plano de igualdad sustancial, con el objetivo de consolidar dicha 

paridad de género como práctica política de los poderes del Estado. 

“La paridad implica un aspecto cuantitativo y cualitativo, pues lo que busca es la participación política efectiva 

en la vida política del país de hombres y mujeres, en un plano de igualdad sustancial, sin favorecer a un género 

u otro en particular; es decir, lo que procura es un equilibrio razonable entre ellos, incluso para alcanzarla, se 

exige la adopción de medidas temporales, es decir, de acciones positivas a favor de la igualdad de género. 

“La paridad es una exigencia de la democracia representativa y una meta para erradicar la exclusión estructural 

de las mujeres en la sociedad, por tanto, busca lograr una situación permanente en la que el poder político sea 

compartido por hombres y mujeres. 

“Lo anterior resulta acorde con la obligación del Estado de promover las condiciones para que la igualdad de las 

personas sea real y efectiva, y de eliminar los obstáculos que impidan su pleno desarrollo y la verdadera 

participación de forma equilibrada de hombres y mujeres en la vida política, mandatos que suponen directivas 

de interpretación para los órganos jurisdiccionales. 

“De tal manera que hoy por hoy el establecimiento de la paridad de género se ha traducido en una medida 

estratégica e indispensable frente a la evidente y abrumadora sub-representación de las mujeres en los órganos 

de decisión política, así como para cumplir con la obligación estatal de generar las condiciones para que el 

ejercicio de los derechos políticos-electorales de las mujeres, sean una realidad. 

“Cabe precisar que a diferencia de las cuotas, la paridad es una medida permanente que tiene como finalidad 

lograr la representación descriptiva y simbólica de las mujeres en los órganos de decisión de los rumbos que 

debe tomar el país. Parte de un entendimiento inclusivo de la democracia y de un enfoque integral de la 

igualdad. Por ello estimamos el objetivo de la paridad –reflejar en los órganos democráticos y de toma de 

decisiones la composición de la población– debe cumplirse dentro de todas aquellas instituciones públicas en 

las que se toman decisiones y la presente iniciativa abona a su cumplimiento. 



 

 
 

“Por otra parte, en el marco jurídico nacional y convencional se reconocen como derechos humanos de las 

personas, la igualdad para acceder a un cargo público y participar en la vida política del país -entre hombres y 

mujeres-, y la no discriminación -por razón de sexo. 

“En complemento al derecho fundamental a la igualdad formal, se ha advertido que en los sistemas jurídicos 

existe una tendencia orientada a garantizar una igualdad material entre hombres y mujeres, tendencia que 

también regula a los partidos políticos en tanto entidades de interés público. 

“En este orden de ideas, el artículo 6o. de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, establece 

que la igualdad entre mujeres y hombres implica la eliminación de toda forma de discriminación en cualquiera 

de los ámbitos de la vida que se genere por pertenecer a cualquier sexo. En sus artículos 35 y 36, fracción IV, se 

señala que la política nacional propondrá los mecanismos de operación adecuados para la participación 

equitativa entre mujeres y hombres en la toma de decisiones políticas y socioeconómicas, para lo cual, las 

autoridades correspondientes desarrollaran entre sus acciones, promover la participación y representación 

equilibrada entre mujeres y hombres dentro de las estructuras de los partidos políticos. 

“A nivel internacional existen diversos instrumentos de los cuales el Estado mexicano es parte, y que buscan 

proteger y garantizar la igualdad entre el hombre y la mujer así como de lograr su participación en condiciones 

de igualdad en la vida política del país, que sirven como parámetro necesario de interpretación y aplicación de 

la normativa interna legal y reglamentaria. 

“Así, por ejemplo, en los artículos 1o., 2o., 3o., 4o., 5o., 7o. y 15 de la Convención sobre la Eliminación de 

todas las Formas de discriminación Contra la Mujer (CEDAW) se establece que los Estados Partes 

convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la 

discriminación contra la mujer y, con tal objeto, consagraran el principio de la igualdad del hombre y de la 

mujer en las esferas política, social, económica y cultural, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la 

mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre. 

“Asimismo se señala que la adopción de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la 

igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la forma definida en la referida 

Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o 

separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y 

trato. De igual forma se tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la 

mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán, en igualdad de condiciones con 

los hombres , el derecho a votar en todas las elecciones y referéndum públicos y ser elegible para todos los 

organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas; participar en la formulación de las políticas 

gubernamentales y en la ejecución de éstas, ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en 

todos los planos gubernamentales, y participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se 

ocupen de la vida pública y política del país . 

En la recomendación número CEDAW/C/MEX/CO/7-8, realizada en 2012, el referido Comité, señaló que se 

debían llenar las lagunas existentes en los marcos jurídicos electorales en el sistema jurídico mexicano que 

ocasionan el incumplimiento de las acciones afirmativas para propiciar la inscripción de candidaturas de manera 

paritaria. Además, en la recomendación hecha al Estado mexicano, aprobada en el 36 período de sesiones, 

señaló la necesidad de fortalecer las medidas para aumentar el número de mujeres en puestos directivos a todos 

los niveles y ámbitos. 



 

 
 

“Por otra parte en los artículos 10., 23 y 24 de la Convención Americana sobre derechos Humanos (Pacto se 

San José de Costa Rica), los Estados Partes en la Convención se comprometen a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 

jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza , color, sexo , idioma, religión, opiniones 

políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición social. Asimismo se establece que todas las personas son iguales ante la ley y que todos los 

ciudadanos deben gozar, entre otros derechos y oportunidades, el de tener acceso, en condiciones generales de 

igualdad, a las funciones públicas de su país. 

“En los artículos 4, 5, 13 y 14 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia Contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) , se establece que toda mujer tiene derecho al 

reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por 

los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros, 

el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos 

públicos, incluyendo la toma de decisiones. Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos 

civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos 

consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. 

“También se establece que nada de lo dispuesto en la citada Convención podrá ser interpretado como restricción 

o limitación a la legislación interna de los Estados Partes que prevea iguales o mayores protecciones y garantías 

de los derechos de la mujer y salvaguardias adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer. 

“Por otra parte, sirve como criterio orientador lo señalado en la Décima Conferencia Regional sobre la Mujer de 

América Latina y el Caribe, celebrada del seis al nueve de agosto de dos mil siete, en Quito Ecuador, 

identificada como el Consenso de Quito, en cuyo considerando 17 se reconoce que la paridad es uno de los 

propulsores determinantes de la democracia, cuyo fin es alcanzar la igualdad en el ejercicio del poder, en la 

toma de decisiones, en los mecanismos de participación y representación social y política , y en las 

relaciones familiares al interior de los diversos tipos de familias, las relaciones sociales, económicas, políticas y 

culturales, y que constituye una meta para erradicar la exclusión estructural de las mujeres. 

Asimismo en sus puntos ii), viii) y ix) del referido Consenso de Quito se acordó: 

ii) Adoptar todas las medidas de acción positiva y todos los mecanismos necesarios, incluidas las reformas 

legislativas necesarias y las asignaciones presupuestarias, para garantizar la plena participación de las 

mujeres en cargos públicos y de representación política con el fin de alcanzar la paridad en la 

institucionalidad estatal (poderes ejecutivo, legislativo, judicial y regímenes especiales y autónomos) y en los 

ámbitos nacional y local como objetivo de las democracias latinoamericanas y caribeñas; 

viii) Desarrollar políticas electorales de carácter permanente que conduzcan a los partidos políticos a 

incorporar agendas de las mujeres en su diversidad, el enfoque de género en sus contenidos, acciones y 

estatutos y la participación igualitaria, el empoderamiento y el liderazgo de las mujeres con el fin de 

consolidar la paridad de género como política de Estado, y 

ix) Buscar el compromiso de los partidos políticos para implementar acciones positivas y estrategias de 

comunicación, financiación, capacitación, formación política, control y reformas organizacionales 

internas de manera de alcanzar la inclusión paritaria de las mujeres, tomando en cuenta su diversidad 

en su interior y en los espacios de toma de decisiones. 



 

 
 

“Acorde con la normativa nacional e internacional antes citada, la paridad de género en el ámbito político busca 

lograr la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres en el ejercicio del poder, en la toma de decisiones, en los 

mecanismos de participación y representación social y política, para lo cual se podrán implementar acciones 

conducentes a lograr la participación equilibrada entre mujeres y hombres en los cargos de elección popular y 

dentro de los órganos de gobierno, comisiones y comités de la cámaras del Congreso de la Unión. 

“En la Cámara de Diputados, la integración final de la LXIII Legislatura ha resultado histórica. No hemos 

alcanzado la paridad pero tenemos 211 diputadas que deben ser tomadas en consideración en la integración de 

las comisiones, comités y órganos de gobierno. Es por lo anterior que, asumiendo la presente iniciativa como 

una acción afirmativa a favor de la paridad, propongo que se reforme nuestra Ley Orgánica. 

“En este orden de ideas, es pertinente tener en cuenta lo que para tal efecto prescribe el artículo 21 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, que establece: 

Artículo 21. 

1. Los grupos promoverán la equidad de género en los órganos que constituyan en su interior, así como en la 

integración de las comisiones y comités.” 

“Asimismo el párrafo 2, del artículo 8 y párrafo 2, del artículo 122 del Reglamento de la Cámara de 

Senadores dispone: 

Artículo 8. 

(...) 

2. En términos del artículo 4° de la Constitución, las senadoras y los senadores participan en la integración de 

los órganos del Senado bajo el principio de igualdad. Al efecto, los órganos responsables y los grupos 

parlamentarios cuidan que las propuestas para la integración de las instancias de trabajo legislativo y 

parlamentario reflejen, en la medida de lo posible, la proporcionalidad de género en la composición del 

Senado, además de la representatividad de los grupos parlamentarios.” 

Artículo 122. 

(...) 

2. En sus propuestas los grupos parlamentarios privilegian la experiencia y la idoneidad de cada uno de sus 

integrantes para el mejor aprovechamiento de sus capacidades en el trabajo legislativo. En términos de sus 

respectivas integraciones y documentos reglamentarios, cumplen con el principio de igualdad entre hombres 

y mujeres. 

(...) 

“Por lo anteriormente expuesto y fundado, congruente y asegurando siempre la alternancia equitativa y 

proporcional del principio de paridad de género en su aspecto vertical y horizontal o trasversal en los órganos 

de gobierno, así como en la integración de las comisiones y comités del Congreso de la Unión, a fin de 

hacer realidad el derecho a la igualdad como mandato que deriva de la Constitución Federal y de los 

instrumentos internacionales cuyo acatamiento corresponde a todas las autoridades, desde las creadoras 



 

 
 

del derecho (Poder Legislativo) hasta aquellas que lo aplican , (Poder Judicial), someto a consideración del 

Congreso de la Unión la siguiente iniciativa.” 

Fundamento legal 

Quienes suscribimos, diputadas y diputados federales de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso H, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; y, en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración del Congreso de la Unión, Iniciativa con proyecto de decreto, por el que se 

reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de paridad de género. 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Ley Orgánica del Congreso General de los 

Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se reforma el numeral 2, del artículo 15; numeral 1, del artículo 17; numerales 3 y 4 del 

artículo 43; numeral 1, del artículo 46; numeral 1, del artículo 57; numeral 2 del artículo 60; numeral 1 del 

artículo 62; inciso b), del numeral 2, del artículo 72; numeral 1, del artículo 81; numeral 1, del artículo 101; 

numeral 2 y 3, del artículo 104; numeral 2, del artículo 114; numeral 1, del artículo 117; inciso c), del numeral 

2, del artículo 118, todos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, para 

quedar como sigue: 

Artículo 15. 

(...) 

2. La Mesa de Decanos se integra por los diputados electos presentes que hayan desempeñado con mayor 

antigüedad la responsabilidad de legislador federal. En caso de presentarse antigüedades iguales, la precedencia 

se establecerá en favor de quienes hayan pertenecido al mayor número de Legislaturas y, en su caso, a los de 

mayor edad. El diputado electo que cuente con mayor antigüedad será el Presidente de la Mesa de Decanos. 

Serán Vicepresidentes los diputados electos que cuenten con las tres siguientes mayores antigüedades, 

procurando reflejar la pluralidad de la conformación de la Cámara. En calidad de Secretarios les asistirán los 

siguientes tres diputados electos que cuenten con las sucesivas mayores antigüedades. En todos los casos 

deberá respetarse el principio de paridad de género. 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 



 

 
 

(...) 

Artículo 17. 

1. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados será electa por el pleno; se integrará con un presidente, tres 

vicepresidentes y un secretario propuestos atendiendo al principio de paridad de género, en sus 

dimensiones vertical y horizontal, por cada Grupo Parlamentario, pudiendo optar este último por no ejercer 

dicho derecho. Los integrantes de la Mesa Directiva durarán en sus funciones un año y podrán ser reelectos. 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

Artículo 43. 

(...) 

(...) 

3. Para la integración de las comisiones, la Junta de Coordinación Política tomará en cuenta la pluralidad 

representada en la Cámara y formulará las propuestas correspondientes, con base en el criterio de 

proporcionalidad entre la integración del Pleno y la conformación de las comisiones. En todos los casos se 

deberá atender al principio de paridad de género, en sus dimensiones vertical y horizontal. 

4. Al proponer la integración de las comisiones, la Junta postulará también a los diputados que deban presidirlas 

y fungir como secretarios. Al hacerlo, cuidará que su propuesta incorpore a los diputados pertenecientes a los 

distintos grupos parlamentarios, de tal suerte que se refleje la proporción que representen en el pleno, atienda al 

principio de paridad de género y tome en cuenta los antecedentes y la experiencia legislativa de los diputados. 

(...) 

(...) 

(...) 

Artículo 46. 



 

 
 

1. Los comités son órganos para auxiliar en actividades de la Cámara que se constituyen por disposición del 

Pleno, para realizar tareas diferentes a las de las comisiones. Tendrán la duración que señale el acuerdo de su 

creación, mismo que deberá atender el principio de paridad de género en su integración. 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

Artículo 57. 

1. Las normas y los procedimientos para la conformación de los servicios parlamentario y administrativo y 

financiero de carrera, atenderán al principio de paridad de género y se ajustarán a las siguientes bases: 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

2. (...) 

3. (...) 

Artículo 60. 

(...) 

2. La Mesa de Decanos se integra por los senadores electos presentes que, en orden decreciente, hayan 

desempeñado con mayor antigüedad el cargo de senador y deberá atender al principio de paridad de género. 

En caso de presentarse antigüedades iguales, la precedencia se establecerá a favor de los de mayor edad. 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 



 

 
 

(...) 

(...) 

Artículo 62. 

1. La Mesa Directiva de la Cámara de Senadores se integra con un Presidente, tres vicepresidentes y cuatro 

secretarios, deberá atender al principio de paridad de género, en sus dimensiones vertical como 

horizontal, y serán electos por mayoría absoluta de los senadores presentes, en votación por cédula. 

(...) 

(...) 

Artículo 72. 

1. (...) 

2. (...) 

a) (...) 

b) Nombre del coordinador y relación de los integrantes del grupo parlamentario con funciones directivas. En 

los procesos de elección o designación, deberá atenderse el principio de paridad de género, en sus 

dimensiones vertical y horizontal; y 

c) (...) 

Artículo 81. 

1. Al inicio del periodo constitucional de cada legislatura, se conformará la Junta de Coordinación Política, la 

cual se integra por los coordinadores de los grupos parlamentarios representados en la legislatura. 

Adicionalmente a los anteriores, serán integrantes de la Junta de Coordinación Política: dos senadores por el 

grupo parlamentario mayoritario y uno por el grupo parlamentario que, por sí mismo, constituya la primera 

minoría de la Legislatura, nombramientos que deberán atender el principio de paridad de género. En su 

ausencia el Coordinador de cada grupo parlamentario podrá nombrar un senador que lo represente. 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 



 

 
 

Artículo 101. 

1. La Comisión Jurisdiccional se integrará por un mínimo de 8 Senadores y un máximo de 12, atendiendo al 

principio de paridad de género, con la finalidad de que entre ellos se designe a los que habrán de conformar, 

cuando así se requiera, la sección de enjuiciamiento encargada de las funciones a que se refiere la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos; en dicha sección deberán estar representados los grupos 

parlamentarios. 

Artículo 104. 

(...) 

2. Para la integración de las comisiones, la Junta de Coordinación Política tomará en cuenta la pluralidad 

representada en la Cámara y formulará las propuestas correspondientes, con base en el criterio de 

proporcionalidad entre la integración del pleno y la conformación de las comisiones, atendiendo al principio 

de paridad de género. Al efecto, los grupos parlamentarios formularán los planteamientos que estimen 

pertinentes. 

3. Al plantear la integración de las comisiones, la Junta de Coordinación Política propondrá también a quienes 

deban integrar sus juntas directivas. Al hacerlo, cuidará que su propuesta incorpore a los senadores 

pertenecientes a los distintos grupos parlamentarios, de forma tal que se refleje la proporción que representen en 

el Pleno y se atienda el principio de paridad de género. 

(...) 

Artículo 114. 

(...) 

2. La Comisión de Estudios Legislativos elaborará el proyecto de Estatuto del Servicio Civil de Carrera del 

Senado, que será aprobado por el pleno, mismo que deberá contener disposiciones que garanticen la 

paridad de género. 

Artículo 117. 

1. La Comisión Permanente se compone de treinta y siete miembros, de los que diecinueve serán diputados y 

dieciocho senadores, quienes serán designados mediante voto secreto por las respectivas Cámaras, durante la 

última sesión de cada periodo ordinario. Para suplir en sus ausencias a los titulares, las Cámaras nombrarán de 

entre sus miembros en ejercicio el mismo número de sustitutos. Las Cámaras deberán garantizar que, en los 

procedimientos de designación de los integrantes de la Comisión Permanente, se deberá atender el 

principio de paridad de género, en sus dimensiones vertical y horizontal. 

(...) 

Artículo 118. 

1. (...) 

2. (...) 



 

 
 

(...) 

(...) 

c) Los diputados y senadores elegirán por mayoría, en votación por cédula un presidente, un vicepresidente y 

cuatro secretarios; de estos últimos, dos deberán ser diputados y dos senadores, dos serán mujeres y dos 

hombres. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Las Cámaras contarán con un plazo no mayor de treinta días, contados a partir de la entrada en vigor 

del presente Decreto, para realizar las reformas correspondientes a sus reglamentos. 

Tercero. Las Cámaras contarán con el plazo improrrogable de sesenta días para realizar las modificaciones 

correspondientes en la integración de sus órganos de gobierno, comisiones y comités. 

Cuarto. En lo que se refiere a los Servicios Profesionales de Carrera, las Cámaras contarán con el plazo 

improrrogable de seis meses para realizar las modificaciones correspondientes a la normatividad interna y emitir 

las convocatorias correspondientes para dar cumplimiento al presente decreto. 
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